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Panamá. 9 de mayo de 2022
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Magister
Fl,dwin Samudio
Decano de Ia Facultad de Hurnanidades
Universidad Autórroma de Chiriqui (UNACIII)
Provincia de Chiriquí

llcf.: Alcance dcl contcnido dc la Lcr 292 dc I dc abril de 21122,

Scñol I)ecarro

Por este medio damos respuesta a su Nota FH-DD-795-2022 de 5 de abril de 2022 a traves
de la cual solicita la opinión legal de esta Procuraduría. sobre posibles actuaciones como
consecuencia de la modificación del artículo 36 de la Ley N'4 de 16 de enero de 2006
"Que reorganizu la [Jniversidad Aut<inonto de Chiriquí. c'readu por lu Ley 26 de 1991".
rcalizada por medio de la Ley N' 292 de 1 de abril de 2022 "Que modi/icu la Ley I de
2006, que reorganizu la Universidad lultinoma cle Chiriqui'.

Concretamente consulta lo siguiente:

''¡.Si tl ttíttlo I d¿ l¿ Le.t.N"l) lt )I lL'Dtdt'1) ¿c )01' rn.Íhc derogo.lo yr fu l-c.t ,\'")9) de I dt'
thril dc )0)): h rcúoru, lllulislar lilelúno llatlitncro de llonogos, Ducde DosÍulorse nucvtt turle
t tttt uu l(t«'r trtt¡o o (onu, rc.'loru l( lt l ,tircfiifuttl .lutinonn lc ( hir¡uuí.' li»¡¡,tntlt¡ tt¡ cttL't¡t¿
q e el a icltlo 2 de la l.ct'N"12 da 2l de mar:o da 2017 se conviete cn ut u'ticul¡¡ atpetial que

debe prevolecer sobre el urticulo I da lu l"et,N" 292 de I ¿le ubril de 2022. Mene iono qua es espec'ial
ese qrtíc\lo 2 dc lo I-e¡, N' I 2 dc 2l de nur:o dc 2017 lrorquc se lrulu ¿le la rectoru dc esc ttonenlo
I quc lufibién es la reck¡ro dcttu dc lu Linivarsidad,.lul¡in<¡ua da Chiri<¡ui." (SIC\

Sobre lo anlelior. dcbemos inclicarlc quc. aun cr¡¿tndo es1¿r Ptocuraduría cstlt llantada a

scrvir dc conscjera .juriciica a li¡s scrvidorcs públicos aclmin istrativos c1r-rc consultarcn su
parccer respeclo a dcterminatl¿r intcrprctación dc la lcv o cl proccdimicnto quc sc dcbc
seguir cn un caso concrcto, lo consultatlo !-o sc_¡.¡usta a los naráme .loda
\ez cluc se pretendc quc este [)espacho cnrita url .iuicio de t'¿¡lor o [¡n pronuncianrientcr
prc-iudicial sohre la validez cle actos ¿rdnlinistratinls. lo cual comncle Drivativanrcttc a la
S¿rl¿r Icrccla tlc lo ('onlcncioso Atlnrinist rativo l l.abolal dc la ('ortc Strlrrcnla clc.lusticia-

Este Dcspacho observa que su consulta se lundan.renta en la promulgación de la Ley N' 292
de I de abril de 2022 "Que modifit'u lu Lcy 1 dc 2006 quc reorgon¡zd la Universidod
Autónonrct tle ('hiriqui't y situaciones que podrían ocurrir conro consecuencia de la
rnodificación del arliculo 3ó de la Ley 4 de 2006 por medio de la rnencionada Ley 292 de
2022.
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de conlbrmidad con el nulneral 2 del artículo 20ó de la Constitución Política v cl artículo
97 del ('titlico .ludicial.

En cuanto a lo arriba señalado. podernos indicar lo siguiente:

I'll artÍculo 206 de la Constitución l)olítica clc la Rcp(rblica dc l)anamá. establece

*ARTICULO 20ó. t-a Corte Suprema de Justicia tendrá, entre sus
atribuciones constitucionales y Iegales. las siguientes:

2. La jurisdicción contencioso-administrativa respecto de los actos,
onrisiones, prestación dcfectuosa o dcficiente de los scrvicios públicos,
resoluciones, órdenes o disposiciones que e'lecuten. adopten- expidan o en
que incuran en ejercicio de sus funciones o pretextando ejercerlas. Ios
li¡ncionarios públicos y autoridades nacionales, provinciales, municipales
y de las cntidades públicas autónomas o semiautónornas. A tal fin. la
Cortc Suprcma de Justicia con audiencia del Procurador de Ia

Adminis¡ación. podrá anular los actos acusados de ilcgalidad:
restablecer el derecho particular violado; estatuir nuevas disposiciones
en reemplazo de las impugnadas y pronunciarse prejudicialmente
acerca dcl sentido y a¡calce de un acto administrativo o de su valor
legal. ..." (Resalta el Despacho)

A su vez el Arlículo 97 del Código Judicial disponc que:

"Arr.97. A la Sala Tercera le están atribuidos los procesos que se originen
por actos. omisiones, prestaciones defectuosas o deticientes de los
servidores públicos. resoluciones, órdenes o d¡spos¡ciones que ejecuten,
adopten, expidan o en que incurran en ejercicio de sus funciones o
pretextando ejercerlas, los f'uncionarios públicos o autoridades nacionales.
provinciales, municipales y de las entidades públicas autónomas o
semiautónonras.

lln consecuencia. la Sala Tercera conocerá cn materia admin¡slrat¡va dc lo
s¡guiente:
L De los decretos. órdenes, resoluciones o cualesqu¡era actos, sean

generales o individuales. el¡ materia administrat¡va, que se acusen de
ilega lidad I

l. Dc los actos, resolucioncs, órdenes o d¡sposic¡oncs de los Gcrentes o
de las Juntas Direct¡vas o de Cobierno, cualesquiera que sea su

dcnominación. de las e[tidades públicas autónomas o senliaulónomas
qtte se acusen dc ser violatorias dc las leyes. de los dccrelos
reglamentar¡os o de sus propios estatutos, reglamcntos y acuerdos:

I l. Dc la intcrpretación pr(judicial ¿rcerca dcl alcancc l sc¡ltido dc los
actos adrnin¡strativos cu¿ntlo lá autoridad jutlicial cncargada de
dccidir un proceso o l¡¡ admiristrativa crcargadx de su cjccución, lo
solicitc tlc oficio {¡rtes dc resolver cl fondo dcl ncgocio o dc ejccutnr el
¡rcto, scgliD corresponda:
..." ( Rcsirlta el Dcspacho)

Por entle. at¡n cuando las situaciones quc dcscribc en su corrsulla ¡rudiescn ocun'ir. no Ie cs

daclo a cstc l)cspacho cntlar ¿l e\¿u.ninar la valitlcz o lc'galidad tlc las nrisnras dc rnancr¿r
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prejudicial, como se solicita. por ser ello competencia de la Sala Tercera de lo Contencioso
Adrninistrativo. confbnme a lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 38 de 3l dejulio de 2000
"Qua uprueha el Eslululo Orginittt dc h Proc'urudtría de la Administrución. regulu el
Procedimiento Administratiw Generul ¡'dicta dis¡tosiciones especiulcs", el cual es del
tenor siguiente:

"Artículo 2. Las actuaciones dc Ia Procuraduría de la Adninistración sc cxtienden al
ánrbito jurídico adrninistrativo dcl []stado. excluyendo las funcioncs jurisdiccionales.
legislativas y, en gctleral, las compctcnc¡as especiales que tcngan otros organismos
oficiales."

En estc sentido, cualquier pronunciamicnto qr,re realice este Despacho en los térnrinos
solicitados. implicaría hacer un análisis sobre la legalidad de actuaciones. 1o cual. aun
siendo estas eventuales o hipotéticas. iría más allá de los límites que nos impone la [,ey y
constituiría un pronunciamiento prejudicial en lorno a materias que corresponde atcnder
inicialmente a la institución en la que ocurran tales actuaciones y posteriormente a la Sala
Tercera dc lo Conlencioso Administralivo de la Corte Suprema de Justicia, en caso de que
se interpongan las acciones correspondientes, de conlbrmidad con lo dispuesto err el
numeral 2 del artículo 206 de la Constitución Política. desarrollado por el artículo 97 del
Código Judicial.

En viÍucl dc las considcraciones prcvianrcntc indicadas ¡' toda vcz tluc cl objcto dc su
solicilucl cscapa del lunt¡ito de cornpctcncia dc la I)rocuraduría dc la Admin istraci(iu.
confi»nrc lo disponc cl attículo 2 clc la l.ey 38 dc 3l de.julio 2000. no es dablc cn esla
ocasi(¡n a cste l)espacho cnritir una opini(rn.jurídica.

Atcntamcnte.
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